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   Editorial 

Una buena gestión pública consiste en lograr resultados que respondan a las 

expectativas y a las demandas de la población, haciendo un uso eficiente de los 

recursos disponibles. Para ello, es necesario vincular los procesos de planeación, 

presupuestación y evaluación con una visión que oriente la gestión al logro de 

resultados, en un horizonte de mediano y largo plazo. 

En la medida en que el enfoque de la gestión se dirige hacia resultados concretos, más 

que a procesos, se genera información útil para la toma de decisiones oportunas que 

permitan fortalecer, modificar o suprimir algún proyecto, programa o política. Así 

mismo, esta orientación permite establecer con mayor claridad las responsabilidades 

de los funcionarios ubicados en diferentes posiciones jerárquicas del gobierno. 

Cuando los resultados del desempeño público, tanto positivos como negativos, se 

abren al escrutinio público no solo se reduce la brecha en la relación Estado-ciudadanía, 

sino que se fortalece la transparencia sobre “el quehacer” del Gobierno, generando un 

círculo virtuoso en el cual se estimula al ciudadano a demandar una gestión cada vez 

más eficiente y a exigir una información más oportuna y de mayor calidad sobre el 

desempeño de las políticas públicas. Es una tarea que, necesariamente, se debe realizar 

a dos manos: Estado y ciudadanía, donde el primero debe generar las condiciones 

apropiadas para que el segundo pueda realizarla adecuadamente. 

Todo lo anterior, no sólo incrementa la legitimidad del Estado y, por tanto, su 

capacidad de gobernar, sino que además, profundiza las ventajas del proceso 

democrático en el cual está inmersa la mayor parte de países de América Latina 

Seguramente, los resultados de este proceso no los veremos en un par de días, en 

algunos meses o, incluso, en varios años, pero es algo en lo que podemos y debemos 

trabajar continuamente, con tenacidad y sin descanso para que, más pronto que tarde, 

podamos contribuir verdaderamente a modificar la calidad de vida de los colombianos. 

En el presente número del Boletín Política Pública Hoy, invitamos al profesor Jorge Iván 

Cuervo para continuar reflexionando sobre el concepto de política pública, pero esta 

vez, desde la óptica jurídica y normativa de nuestro país, haremos un análisis sobre las 

metateorías que se han venido desarrollando alrededor de las políticas, con base en el 

escrito de César Cruz y presentaremos una breve descripción del funcionamiento de 

una unidad denominada “Delivery Unit” en el Reino Unido.  

Aprovecho la oportunidad para invitarlos a la primera reunión de la Red Colombiana de 

Monitoreo y Evaluación de Política Pública, un esfuerzo grande que pretende unir, bajo 

un solo escenario, a representantes de las entidades territoriales, la academia, el 

Gobierno nacional y la sociedad civil. Esperamos que este boletín virtual sea de su 

agrado y los invitamos a enviarnos sus comentarios y sugerencias al correo electrónico:  

politicapublicahoy@dnp.gov.co.        

 

  Diego Dorado Hernández 

Director de Evaluación  de Políticas Públicas 

Secretario Técnico de Sinergia 
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Reseña 

Desarrollo teórico sobre el proceso de las 
políticas públicas: hacia un enfoque de 
legitimación 

César Cruz Rubio (2009) 
 

Por: David Andrés Ibáñez 

 

Autor 

César Cruz. (Ph.D. en Gobierno y Administración 
Pública). Politólogo de la UNAM y doctor en gobierno 
y administración pública del Instituto Universitario 
Ortega y Gasset y la Universidad Complutense de 
Madrid. Su trabajo se ha centrado en el análisis de las 
políticas públicas bajo un esquema de legitimación, 
diseño organizacional, gobernanza municipal, 
evaluación de programas y gestión de proyectos. Ha 
liderado y conformado una red de expertos en Ciencia 
Política y Administración Pública que se llama 
“Estudios Políticos”. 

Primera parte: metateorías 
No deben existir estándares invariables de 

racionalidad en el estudio de las políticas públicas. De 
esta manera, el autor afirma que aunque en las 
últimas décadas ha existido un crecimiento del campo 
de la política pública, éste, como fenómeno, no se 
debe asociar a la idea de desarrollo. 

Cruz comienza su análisis a través del concepto de 
metateorías, mostrando cómo éstas tienen la función 
de explicar los fenómenos (estructurales o sistémicos), 
los macro procesos sociales y políticos, y la 
aproximación epistémica y ontológica de los objetos 
de estudio de la ciencia política. El uso de las 
metateorías implica la creación de referentes de 
política pública desde perspectivas situadas que no 
sólo generan definiciones sino que a su vez establecen 
metodologías, ejes y categorías de análisis. 

Así, las políticas públicas van mucho más allá de un 

resultado del sistema político y de un espacio en el 
cual se enfrentan los actores en función de intereses, 
son consideradas como representaciones del accionar 
social, y recogen los valores, las normas, las 
actividades y los referentes de verdad de la sociedad.  

Para el autor, la década de los ochenta es un punto 
de quiebre en el estudio de las políticas públicas por 
dos razones: 1) Es evidente el “fracaso del gobierno” 
en la implementación de programas y 2) Existe una 
insatisfacción teórica generalizada en el estudio de las 
políticas públicas. 

De esta forma, Cruz muestra en su análisis cómo, a 
partir de los ochenta, se incrementa el desarrollo 
teórico de las políticas públicas, pero se dejan de lado 
nuevas posiciones epistémicas de interpretación de 
política pública. El autor señala que existe una afinidad 
excluyente hacia el positivismo y el neopositivismo 
como planos de comprensión y estudio de las políticas 
públicas, relegando otros puntos de vista y otro tipo 
de metodologías. 

Cruz establece que la complejidad inherente al 
proceso de políticas públicas lleva consigo la necesidad 
de buscar nuevos referentes que permitan explicar 
mejor la dinámica de la formación y el cambio de las 
mismas en las sociedades contemporáneas, donde 
esta complejidad, es un factor determinante y razón 
suficiente para la búsqueda de nuevas perspectivas 
que expliquen y lleguen más lejos en su capacidad 
descriptiva y predictiva. 

De la misma forma, el autor se centra en el hecho 
de que a pesar de los desarrollos teóricos que se han 
dado en el estudio de la política pública, las 
metateorías han considerado a su objeto de estudio 
sólo como un producto final de los procesos políticos 
que se inscriben dentro del sistema político imperante 
(Véase Gráfica 1). Esto implica que el problema se dé 
por una poca generalización de enunciados teóricos, 
en donde las metateorías se especialicen en la 
explicación de casos particulares. 

Cruz presenta cuatro razones por las cuales el 
progreso en la teoría sobre el proceso de las políticas 
públicas ha sido limitado: 

1) Muchos investigadores no están interesados 
en la teoría: la gran cantidad de estudios de caso 
realizados sin anclaje teórico es una clara evidencia de 
tal afirmación. El enfoque procesal ofrece por sí 
mismo la capacidad de articular temporalmente  

1   Miembro del grupo de investigación de la Dirección de Evaluación 

de Política Pública del Departamento Nacional de Planeación  
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las políticas públicas existe la participación de una 
gran variedad de actores políticos y sociales agrupados 
en dos o más coaliciones políticas que tratan de 
legitimarse a sí mismos tanto como a las políticas que 
defienden, apoyando o incrementando sus recursos de 
poder, intereses políticos, valores y  sistemas de 
creencias. 

Cruz encuentra que la lucha política que ocurre en 
arenas de construcción de política pública genera 
lógicas de legitimación que catalizan la formación y 
adopción de la política, así como su permanencia, 
estabilidad y perpetuación durante periodos 
prolongados de tiempo. Sin embargo, el enfoque de 
legitimación postula que las inconsistencias presentes 
entre los sistemas de poder y el régimen de política 
pública son los factores que determinan el cambio 
político. 

Este cambio ocurre como consecuencia de la 
afectación de al menos una de las cuatro condiciones 
que hacen legítima cualquier relación de poder: 1) la 
inconformidad con las leyes o políticas establecidas, 2) 
la discrepancia con las creencias compartidas, 3) el 
retiro del consentimiento sobre la política pública o 
sobre la coalición dominante, y 4) la ineficacia 
sostenida o percibida en la obtención de 
rendimientos. 

Es importante destacar que dentro de los 

planteamientos del autor la lucha política en el 

proceso de las políticas públicas gira en torno a la 

legitimación del poder. Es por esta razón que lo 

importante para los actores no es la política pública 

per se, sino las estrategias que desarrollen para 

legitimar sus posiciones dentro de los imaginarios 

sociales. En ese sentido, los ámbitos institucionales y 

societales son los ejes de reproducción de sentido, 

bajo los cuales la configuración de la legitimación es 

mediada y transmitida a los miembros de la sociedad. 
Esta lucha por la legitimidad y la legitimación 

política determinan no sólo la actividad política, sino 
también el debate público, configurando así las 
características y atributos del régimen de la política 
pública. Los actores que dominan el sistema político 
desarrollan estrategias de legitimación, que se 
entienden como todas las acciones que se llevan a 
cabo para justificar una relación de poder con la 
aplicación de una política pública.  

Del mismo modo, el desarrollo de estas estrategias 
de legitimación es la base que caracteriza la acción 

procesos y estructuras de estudio de política 
pública sin la necesidad de un sustento teórico fuerte. 

2) Una gran cantidad de académicos en el 
campo sospechan consciente o inconscientemente 
que el proceso de las políticas públicas es demasiado 
complejo para incurrir en “explicaciones 
generalizables”. 

3) Los académicos son muy propensos a las 
modas teóricas aplicables al estudio de las políticas 
públicas. La generación de nuevas perspectivas para 
explicar aspectos fundamentales del proceso de las 
políticas difunde en la comunidad académica modas 
que limitan el desarrollo teórico. 

4) Existe “timidez teórica”. En palabras de 
Sabatier (1999) “la gran mayoría de aquellos que 
realizamos trabajo empírico de algún tipo somos 
bastante tímidos en la articulación y comprobación de 
teorías generalizables más incluyentes”. 

Segunda parte: enfoque de legitimación 
Cruz adapta el modelo de Beetham (1991) al 

estudio de la legitimidad en ciencias sociales con el fin 
de  crear un acercamiento basado en la legitimación 
del poder que puede ofrecer una mejor comprensión 
de la estabilidad y el cambio de las políticas públicas. 

Se desarrolla la categoría “imperativo de 
legitimidad” como medio para lograr una mayor 
integración de modelos, marcos analíticos y teóricos 
sobre el proceso de las políticas públicas. Esta 
categoría explica el comportamiento de los actores 
políticos implicados, así como el cálculo de sus 
expectativas, comportamiento estratégico y/o de 
acción colectiva. Se resalta que la legitimidad es un 
factor preponderante del sistema político. 

En el enfoque de legitimación, se asume que las 
políticas públicas son parte de la institucionalidad 
prevaleciente y se entiende a las mismas como 
acuerdos institucionales que conforman una particular 
relación de poder. En el proceso de conformación de 

Gráfica 1 
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colectiva, orientada a la defensa y promoción de 
intereses de la coalición dominante, la cual destina 
una gran cantidad de esfuerzos a la generación de 
estrategias y actividades de legitimación del régimen 
de política pública, de los actores políticos aliados y de 
las políticas públicas en sí mismas. 

Tercera parte: reflexiones 
El autor destaca la centralidad de la legitimación 

del poder dentro del proceso de las políticas públicas, 
trasladándonos más allá de la perspectiva procesal. 
Esto hace que se entable un diálogo en donde la 
legitimación se entienda de una forma más amplia y 
no solo como una fase o etapa del proceso de las 
políticas. 

Una política pública existe en realidad sólo a través 
de actores concretos que entran en relación 
(eventualmente enfrentándose) con ocasión de su 
elaboración o puesta en marcha. Sin embargo, la 
construcción del referencial de una política, es decir, la 
creación de imágenes cognitivas que determinan la 
percepción del problema por parte de los grupos 
presentes y la definición de las soluciones apropiadas 
sólo es posible a través de la legitimación del 
imaginario de las coaliciones que lo llevan a cabo. 

En ese sentido, las lógicas de la acción pública 
estarían inmersas en nuevos operadores referenciales 
que actuarían como ámbitos colectivos socialmente 
constituidos, que conservarían campos para la acción, 
que sólo tendrían sentido en el contexto de los 
conjuntos dispuestos y forjados por la política pública. 
Así, en la arena de conformación de la política pública 
no se busca una simple influencia de las coaliciones en 
la sociedad, sino una imposición de la producción 
simbólica que legitima el diseño de la política pública. 

La legitimación es, entonces, una herramienta de 
uso para los hacedores de políticas que sirve para 
regular la conducta social y justificar los procesos de 
intervención que ellos realizan, planteando a la acción 
social como el medio que le da validez a la política 
pública y a la coalición de actores que la determina. 

De ese modo, la creencia de los agentes sociales en 
seguir las directrices de política pública da paso a un 
proceso donde los actores le otorgan significado y 
orientación a sus acciones, en concordancia con  ese 
orden expresado por los hacedores de política, lo que 
nos hace reconocer el poder de lo público como una 
praxis social que nos permite descartar en primera 
instancia este poder como una imposición unilateral y 
más bien concebir a la política pública como un 
consenso. 

 

Es claro que en su trabajo, el autor critica el poco 
diálogo entre las metateorías y la especificidad en la 
explicación de casos particulares, lo que ha dejado de 
lado la creación de generalizaciones teóricas. No 
obstante, aunque el enfoque de legitimación trata de 
llevar el análisis de las políticas públicas a una 
generalización teórica donde la legitimidad es más que 
una simple etapa, el autor lleva el análisis a un 
constructo epistémico muy abstracto, en el cual las 
herramientas de estudio para la praxis no son 
desarrolladas y se dejan en términos ambiguos.  

Se debe reconocer que el esfuerzo del autor por 
fusionar los diferentes enfoques de política pública es 
valioso, pero todavía falta desarrollo para tener 
instrumentos que permitan aplicar sus 
generalizaciones teóricas a la realidad, que más allá de 
entender casos particulares, le dé al investigador 
herramientas de aproximación a sus objetos de 
estudio.   
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El invitado del mes 

Las políticas públicas y el marco normativo 
colombiano 

Jorge Iván Cuervo1 
 

Introducción 
 

El concepto de política pública, de reciente 
incorporación en la agenda pública del Estado 
colombiano

2
, es una categoría que para efectos de 

aplicación práctica a la actividad gubernamental, sigue 
estando sujeta a confusiones. A pesar de existir un 
relativo consenso entre los expertos sobre su alcance

3
,  

la amplitud y vaguedad con la que se utiliza en el 
ámbito de la burocracia y del gobierno, hace que se 
considere cualquier intervención del Estado orientada 
a resolver  problemas de relevancia social, como una 
decisión de política pública. Éste es el resultado de la 
recepción acrítica de las definiciones canónicas 
iniciales que se conocieron en Colombia al inicio de la 
década de los noventa del siglo pasado, provenientes 
de la escuela francesa y estadounidense de políticas 
públicas

4
. 

 En Colombia, suele llamarse política pública a las 
leyes que expide el Congreso de la República, a las 
sentencias que expide la Corte Constitucional, a las 
disposiciones de las comisiones de regulación, 
confundiendo, muchas veces, marcos normativos, 
órdenes judiciales, marcos regulatorios e instrumentos 
de planificación y de gestión con una política pública. 
Esta confusión conceptual tiene, incluso,  orígenes 
normativos, en la medida en que no existe en el 
sistema jurídico una definición que oriente la acción 
pública, por lo cual, cada actor público (y privado) la 
interpreta a su manera y ajusta su actuación a esa 
definición. 

El propósito de este escrito es poner sobre la mesa 
los elementos de este debate teórico - normativo, y 
sugerir algunas líneas de reflexión y de investigación 
para lograr unos consensos mínimos sobre la 
naturaleza y alcance de las políticas públicas en el 
contexto del régimen político colombiano. 

Competencia normativa para la formulación de 
políticas públicas 

El artículo 208 de la Constitución Política señala 

que: “los ministros y los directores de departamentos 
administrativos son los jefes de la administración en su 
respectiva dependencia. Bajo la orientación del 
Presidente de la República, les corresponde formular 
las políticas atinentes a su despacho”. Esta es la 
cláusula general de competencia de la estructuración 
de políticas públicas en el Estado colombiano, la cual 
es coherente con la teoría general, en el sentido de 
que es al Gobierno nacional a quien le corresponde 
orientar los procesos de formación de las políticas 
públicas.  A otros órganos del Estado, como el 
Congreso de la República, encargado de crear los 
marcos normativos a partir de los cuales se formulan 
políticas públicas; y a la Corte Constitucional, de  
regular y ordenar la formación de políticas, sin que ello 
implique que sean los orientadores y responsables de 
su formulación

5
. 

La función de formular políticas públicas debería 
hacer parte de la función administrativa (art. 209), 
justamente para diferenciarla de la actividad  
legislativa, judicial y reguladora. Ahora bien, que sea el 
Gobierno y no otros entes del Estado el que tenga la 
competencia y la legitimidad para formular políticas 
públicas, no implica que en el proceso de formación de 
la política, otros actores estatales, como los 
organismos de control, las comisiones legislativas e 
incluso no estatales puedan participar en las distintas 
fases del ciclo de la formación de la misma. 

En relación con los entes territoriales, el artículo 
115 de la Constitución establece que las 
gobernaciones y las alcaldías hacen parte de la Rama 
Ejecutiva del poder público, de suerte que puede 
decirse que, en el ámbito de sus competencias 
constitucionales, (art 305, núm.2º, en el caso de los 
gobernadores y art. 315, núm. 3º, en el caso de los 
alcaldes), los gobiernos departamentales y 
municipales son los responsables de la formulación de 
las políticas públicas en su territorio como quiera que 
allí se constituyen en gobierno.   

Por delegación expresa de la Constitución, otros 
entes distintos al gobierno son responsables de 
formular políticas públicas. Tal es el caso del Banco de 
la República (art. 371), cuya  función es regular la 
política monetaria y cambiaria, o el Consejo Superior 
de la Judicatura que tiene la función de presentar el 
proyecto de Plan Sectorial de Justicia, como un 
documento que se integra al Plan Nacional de 
Desarrollo, que debe ser aprobado por el Congreso de 
la República y  se constituye en la Ley donde están 
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contenidas las políticas públicas atinentes a la 
administración de justicia. 

Las políticas públicas y el proceso de 
planificación 

El marco normativo en el cual se formulan las 
políticas públicas en Colombia es el Plan Nacional de 
Desarrollo, y, en el caso de los entes territoriales, los 
planes de desarrollo departamental y municipal, lo 
que  implica que la acción gubernamental que se 
realiza en Colombia, bajo el enfoque de políticas 
públicas, tiene que articularse necesariamente con el 
proceso de planificación. 

Sobre este tema, la reflexión en Colombia es 
escasa, y allí hay una agenda de investigación por 
desarrollar. Se asume la coherencia y la convergencia 
del proceso de planificación y del enfoque de políticas 
públicas como algo natural, eludiendo la profunda 
tensión que hay entre una y otra lógica, que 
corresponden a paradigmas diferentes y concepciones 
distintas del Estado, de la sociedad y del desarrollo 
económico. Esta tensión se evidencia, inicialmente, en 
tres circunstancias: (i) la planificación generalmente es 
de corto plazo y las políticas públicas, que buscan ser 
políticas de Estado, son de largo plazo; (ii) la 
planificación se ajusta a la lógica de ejecución de 
recursos presupuestales, mientras que el enfoque de 
políticas públicas se adapta a la consecución de unos 
objetivos, siendo el recurso un insumo más, y (iii) la 
planificación obedece a enfoques top down, entre 
Estado y sociedad, donde las directrices definidas por 
el gobierno son las que determinan los procesos de 
ejecución de las políticas

6
; por su parte, las políticas 

públicas se caracterizan por un enfoque bottom up, el 
cual implica que en el proceso de formación de las 
políticas el gobierno se transforma en un articulador 
de las dinámicas de negociación que especifican el 
ámbito de construcción de la política

7
. 

El artículo 339 de la Constitución establece que en 
la parte general del Plan de Desarrollo se señalarán 
“los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, 
las metas y prioridades de la acción estatal a mediano 
plazo y las estrategias y orientaciones generales de la 
política económica, social y ambiental que serán 
adoptadas por el gobierno”. Una lectura en clave de 
política pública nos indica que en el ordenamiento 
jurídico colombiano, el Plan Nacional de Desarrollo es 
previsto como un instrumento normativo, por medio 
del cual los gobiernos ejercen su función de 
formulación de políticas públicas, de acuerdo con una 

lógica sectorial y con el propósito de definir las 
directrices generales de la acción estatal. Es decir, se 
reitera que el gobierno es el responsable de definir las 
directrices generales de política pública. 

¿Qué se entiende por política pública en el 
ordenamiento jurídico colombiano? 

Ahora bien, si podemos decir que el aspecto 
normativo de la competencia está claro en el 
ordenamiento jurídico colombiano, no puede decirse 
lo mismo sobre qué se entiende por política pública. 
No existe ninguna norma que lo defina, aunque puede 
inferirse que se refiere a directrices generales que 
enmarcan la acción del Estado, las cuales deben ser 
establecidas por el gobierno. Sin embargo, y sólo a 
título de ejemplo, la Ley 1098 de 2006, por medio de 
la cual se expide el Código de Infancia y Adolescencia, 
en su artículo 201, incluye una propuesta de definición 
en los siguientes términos: “Se entiende por políticas 
públicas de infancia y adolescencia, el conjunto de 
acciones que adelanta el Estado, con la participación 
de la sociedad y la familia, para garantizar la 
protección de los niños, las niñas y los adolescentes. 
Las políticas públicas se ejecutan a través de la 
formulación, implementación, evaluación y 
seguimiento de los planes, programas, proyectos y 
estrategias”. 

Más adelante, confirmando el principio de la 
cláusula general de competencia, el artículo 204 de la 
misma Ley, señala que el Presidente de la República, 
los gobernadores y los alcaldes son los responsables 
de la formulación de las políticas de infancia y 
adolescencia, en el contexto de los consejos de política 
social. 

Más allá de la vaguedad y de lo poco técnico de 
esta definición, al confundir las fases del ciclo de la 
política con mecanismos por medio de los cuales se 
ejecuta, resulta interesante que la Ley haya apostado 
por una definición que recoge las consideraciones 
generales de las definiciones más canónicas de política 
pública. Esto implica aceptar que el enfoque elegido 
reconoce que el trazado de una política pública, en 
materia de infancia y adolescencia, está determinado 
por un conjunto de decisiones y de acciones que 
adelanta el Estado, con la participación de la sociedad 
y la familia. 

Esto indica que en esta definición hay una apuesta 
por considerar la política pública como el resultado de 
la interacción entre el Estado y la sociedad, y no 
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solamente como el resultado de una competencia 
normativa o una decisión unilateral que el gobierno 
impone en ejercicio de su poder institucional. 
Esperemos que ésta sea la tendencia que termine 
imponiéndose en la discusión. 

Ahora bien, no se trata de adoptar 
normativamente una sola definición de política 
pública.  Como lo hemos señalado, es un concepto en 
construcción, sobre el que no existe un consenso 
definitivo, como no lo puede haber en categorías 
políticas y sociales, pero es necesario construir unos 
mínimos normativos que orienten los procesos de 
formación de las políticas públicas en el Estado 
colombiano en términos de competencia, alcances, 
métodos de análisis, instrumentos y articulación con 
otras herramientas de la gestión pública. En principio, 
las opciones para la discusión y una agenda de 
investigación implicarían considerar las políticas 
públicas como enfoque o paradigma de la gestión 
pública (Roth), como una herramienta de análisis para 
el proceso de toma de decisiones de parte de los 
gobiernos (Lascoumes y Le Gales), como ejes 
orientadores de la acción gubernamental e 
instrumentos de planificación (Anderson), o como 
escenarios de concertación entre el Estado y la 
sociedad para corregir desajustes sociales (Muller). 

Un principio de definición de política pública para 
la discusión que proponemos es el siguiente: “Por 
política pública entendemos la acción del Estado 
orientada por el gobierno que, de una manera 
coherente, integral, legítima, sistemática y 
sostenible, busca responder a las demandas sociales 
y desarrollar los mandatos constitucionales y legales, 
acudiendo  a distintos métodos de análisis, modelos 
de gestión y criterios de evaluación, con la 
participación de los actores involucrados en el 
problema y en la búsqueda de la solución”. 

Cualquier definición que se adopte debe tener 
unos supuestos básicos de operabilidad, atados a la 
naturaleza del régimen y del sistema político, a la 
capacidad de los gobiernos, al marco normativo, a las 
estructuras de planificación y presupuestación, al 
grado de cohesión y de movilización de los actores 
sociales y políticos, al recurso humano disponible, a las 
herramientas técnicas que condicionan la elaboración 
de las políticas, a la cultura política, a la cultura 
burocrática y al grado de apropiación del concepto en 
los distintos ámbitos donde se aplica. 

Algunas categorías de políticas públicas 
Se discute si sólo las políticas de Estado son 

políticas públicas. Propongo una clasificación para 
diferenciar los distintos niveles donde se formulan 
políticas públicas y el alcance de cada ámbito de 
actuación. 

Políticas de Estado que se formulan como tales. 
Son aquellas políticas que formula un gobierno con la 
pretensión de ser política de Estado, generalmente 
para desarrollar principios y directrices 
constitucionales, como es el caso de la política pública 
nacional de discapacidad contenida en el Conpes 
Social 80 de 2004. 

Políticas de gobierno que se transforman en 
políticas de Estado. Son aquellas políticas que formula 
un gobierno para materializar los objetivos de su plan 
de desarrollo, pero dado el grado de efectividad y de 
aceptación de los contenidos de la política, otros 
gobiernos se ven en la obligación de continuar con 
dicha política hasta convertirse en política de Estado. 
Es el caso del programa Familias en Acción que hoy 
hace parte de la política social del Estado, porque ha 
sido continuado por tres gobiernos sucesivos y su 
desmonte implicaría altos costos políticos para la 
administración  de turno.  

Políticas de gobierno que no se transforman en 
políticas de Estado. Son aquellas políticas que formula 
un Gobierno para concretar su plan de desarrollo, 
pero que terminan en su respectivo periodo,  toda vez 
que constituyen un sello característico del gobernante 
de turno. Un buen ejemplo, lo constituye el programa 
Cultura Ciudadana que fue implementado durante la 
alcaldía de Antanas Mockus y que no fue continuado 
por los gobiernos que le sucedieron.  

Políticas territoriales. Son las políticas de Estado o 
de gobierno que formulan las entidades territoriales 
en desarrollo de sus competencias. 

Políticas institucionales. Son aquellas directrices 
internas que desarrollan otras entidades para cumplir 
de mejor manera con sus competencias. 

1  Abogado, Magister en Políticas Públicas, Especialista en 

Derecho Púbico, Especialista en Política Social. Docente 

investigador de la universidad Externado de Colombia, 

Facultad de Finanzas, Gobierno y Relaciones 

Internacionales. Coordinador de la línea de investigación 

en Políticas Públicas del Centro de Investigaciones y 

Proyectos Especiales, CIPE, de la universidad Externado de 

Colombia, Facultad de Finanzas, Gobierno y Relaciones 

Internacionales. 
2  Ver, Cuervo Restrepo, Jorge Iván y Jolly, Jean François. 

Introducción. En,  Ensayos sobre políticas públicas. 

Universidad Externado, Bogotá, 2007. 
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preconcepciones negativas sobre el costo y 
dificultad de evaluar lo que se hace en el ámbito 
público. 

El corazón de este encuentro son ocho 
experiencias en evaluación, que versan sobre 
cuatro temas que afectan a las administraciones 
locales y territoriales sin distinción de región o nivel 
de desarrollo: i) pobreza y equidad; ii) seguridad y 
convivencia ciudadana; iii) atención  a la población 
víctima del desplazamiento forzado y iv) generación 
de ingresos.  

Nuestro evento contará, entre otros,  con la 
participación del Presidente de la República, doctor 
Álvaro Uribe; la doctora María Luisa Carcedo, 
directora de la Agencia Española de Evaluación; 
Joao Pedro Azevedo,  economista del Banco 
Mundial; André-Noël Roth, profesor del 
Departamento de Ciencia Política de la Universidad 
Nacional y Diego Dorado, director de Evaluación de 
Política Pública del Departamento Nacional de 
Planeación. 

Estamos seguros de que la Red continuará 
creciendo y generando un efecto positivo sobre el 
uso del monitoreo y la evaluación como 
herramientas clave en la gestión pública moderna. 
Si desea mayor información contáctenos a nuestro 
correo electrónico redmecol@dnp.gov.co o en la 
página web: www.dnp.gov.co/sinergia. 

 

Desde la Red 
Primera Reunión de la Red 
Colombiana de Monitoreo y 
Evaluación de Políticas Públicas 

Fecha: 4 de mayo de 2010 

Lugar: Salón Rojo Hotel Tequendama 

 

Como recordarán en nuestra primera edición les 
hablamos de la Red, sus objetivos, principios y 
estrategias. Hoy tenemos la oportunidad de comenzar 
a presentar a ustedes los frutos de la Red, resultado 
del trabajo de diferentes entidades y de la convicción 
que nos lleva a seguir trabajando para mejorar la 
Gestión Pública en Colombia. 

La primera reunión de la Red se realizará el 
próximo 4 de mayo y se titula “La efectividad de las 
evaluaciones”. El objetivo de este evento es presentar 
experiencias de evaluación que hayan tenido efectos 
sobre decisiones de Política Pública a nivel local y 
territorial.  A esta reunión asistirán cerca de 500 
delegados de los gobiernos municipales y 
departamentales, de los ministerios, representantes 
de las universidades y de los principales centros de 
investigación del país. 

El Comité Directivo de la Red definió que Bogotá 
sería la primera ciudad en albergar este encuentro y 
que se presentarían experiencias en evaluación que, 
por su bajo costo y relevancia, en términos de 
implicaciones, pudiesen motivar, no sólo, el examen 
de políticas similares y también romper 

3 Boussaguet, Laurie, Jacquot, Sophie & Ravinet Pauline. 

Diccionario de Políticas Públicas. Edición y adaptación, 

Cuervo R., Jorge Iván, Jolly, Jean François & Soto, David. 

Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2009. Ver 

especialmente el concepto de política pública a cargo 

de Jean-Claude Thoenig. 
4 Meny, Ives & Thoenig, Jean Claude. Las Políticas Públicas.    

Ariel. Barcelona 1992. 
   5 Ver, Banco Interamericano de Desarrollo. La política de las 

políticas públicas. Progreso Económico y Social en 

América latina. Informe 2006. Washington, 2007. En este 

informe se señala que en el régimen presidencial, la 

función de los ministros en materia de formulación de 

políticas públicas es mucho más ambigua que en los 

regímenes parlamentarios. Sin embargo, en el caso 

colombiano, esta función está mucho más definida.  
6 En la planificación hay un marcado voluntarismo 

gubernamental. 
7 Para una visión más detallada de la tensión entre  

planificación y enfoque de políticas públicas, ver, Cuervo 

Restrepo, Jorge Iván. ¿Planeación y políticas públicas Dos 

enfoques contradictorios? En, Constitución de 1991 y 

planeación en Colombia: balance y perspectivas. 

Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2007. 

 

de mejor manera con sus competencias. Tal es el 
caso de la política de derechos humanos de la 
Procuraduría General de la Nación, o la política fiscal 
de la Contraloría General de la República. En sí 
mismas, no constituyen una política pública en el 
sentido estricto de la definición, pero sí un marco de 
actuación de esas entidades que no hacen parte del 
Ejecutivo. Incluso, corporaciones  como el Congreso 
de la República  o las asambleas  departamentales y 
concejos municipales pueden tener una política de 
recursos humanos que preferimos denominarla 
política institucional para no sembrar la confusión 
con la definición propuesta de política pública. 

Por supuesto, esta discusión no pretende ser la 
última palabra en cuanto a definiciones o categorías, 
pero sí una apuesta conceptual y metodológica para 
ir construyendo esos consensos mínimos que nos 
permitan a todos los operadores públicos y privados 
hablar el mismo lenguaje. 

 

http://www.dnp.gov.co/sinergia
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En este libro se replantea la estructura del marco 

lógico como herramienta para el análisis de la 

formulación, implementación y evaluación de política 

pública. Los autores examinan los procesos que 

intervienen en la realización de una política y generan 

nuevas formas de interpretación a la luz de la teoría de 

cambio como un replanteamiento del marco lógico. 

 

Eventos y novedades 
Policy Seminar: World Growth in Perspective: The New 

Normal and Its Risks 

Fecha: 23 de abril de 2010 

Hora: 10:00a.m – 12:00m 

Lugar: Enrique V. Iglesias Conference Center, 1330 New 
York Ave., NW * Room CR3 

Más información en: 
http://www.iadb.org/research/regform.cfm?id_sec=6&s
m_id=234 

1er Premio de investigación CARLOS ROMÁN 

Organiza: La Sociedad Española de Evaluación de Políticas 
Públicas, el Departamento de Economía Aplicada II de la 
Universidad de Sevilla y el Instituto de Estudios de 
Economía, Evaluación y Empleo. 

Fecha límite de recepción de trabajos: 30 de mayo de 
2010. 

Más información: 
http://www.sociedadevaluacion.org/website/files/Bases_
Premio_Roman.pdf 

Técnico Asociado Especialista en Evaluación para 

UNESCO 

Bajo la supervisión del Jefe de Evaluación y en 
colaboración con personal del IOS, la persona 
seleccionada como especialista en evaluación participará 
en la prestación de orientación metodológica y asistencia 
al programa de la UNESCO en el diseño, planificación, 
ejecución, difusión y seguimiento de las evaluaciones 
externas en el  plan bienal de evaluación. 

Más información:  

http://www.sociedadevaluacion.org/website/index.php?
q=node/707 

 

 

 

 
Lecturas recomendadas 
 

Tommasi, Mariano;  Scartascini, Carlos; y 

Stein, Ernesto.  Veto Players and Policy 

Trade-Offs: An Intertemporal Approach to 

Study the Effects of Political Institutions on 

Policy. Inter-American Development Bank. 

Department of Research and Chief 

Economist. Working Paper Series IDB-WP-

159. Marzo de 2010. 

La literatura relacionada con los actores que 
tienen poder de veto en el diseño de las políticas 
públicas (veto players) argumenta, entre otras cosas, 
que: (i) las políticas que se caracterizan por su mayor 
capacidad de cambio (adaptabilidad),  
necesariamente son políticas que se destacan por su 
baja capacidad de sostenibilidad y compromiso en el 
tiempo (estabilidad) (Haggard y McCubbins, 2001); y 
ii) cuando el número de actores con poder de veto se 
incrementa, el cambio de la política pública es difícil 
o imposible (predomina la estabilidad sobre la 
adaptabilidad) (Tsebelis, 2002). Este documento 
cuestiona la generalidad de estas dos afirmaciones, 
utilizando un enfoque de naturaleza intertemporal 
de intercambios políticos. 

 

SEGONE, MARCO. “Country-led 

monitoring and evaluation systems: better 

evidence, better policies, better 

development results”. UNICEF, IOCE, 

DevInfo, I.D.E.A.S., MICS y Banco Mundial. 

Enero de 2010. 

El tema de los sistemas nacionales de monitoreo 
y evaluación,  liderados o no desde el gobierno,  ha 
venido adquiriendo enorme importancia en la 
promoción de la efectividad del desarrollo. La 
publicación, presenta una serie de artículos escritos 
por representantes de instituciones reconocidas en 
la materia, que demuestran cómo estos sistemas 
pueden mejorar el  proceso de diseño de política 
basado en evidencias.  

 

MORRA, LINDA, RIST, RAY. “The Road to 

Results: Designing and Conducting Effective 

Development Evaluations”. Bogotá, 

Colombia. 2009 

http://www.iadb.org/research/regform.cfm?id_sec=6&sm_id=234
http://www.iadb.org/research/regform.cfm?id_sec=6&sm_id=234
http://www.sociedadevaluacion.org/website/files/Bases_Premio_Roman.pdf
http://www.sociedadevaluacion.org/website/files/Bases_Premio_Roman.pdf
http://www.sociedadevaluacion.org/website/index.php?q=node/707
http://www.sociedadevaluacion.org/website/index.php?q=node/707
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Primera Reunión de la Red Colombiana de 

Monitoreo y Evaluación de Políticas Públicas 
 

Invitan: Red Nacional de Monitoreo y Evaluación, 
Departamento Nacional de Planeación, Banco 
Mundial. 

Fecha: 4 de mayo de 2010 

Hora: 7:30 a.m.  

Lugar: Salón Rojo Hotel Tequendama 

Más información: 

www.dnp.gov.co/sinergia 

 
En qué va la DEPP 

La oficina del Tesoro del Reino Unido cuenta 
actualmente con una unidad dedicada a realizar el 
seguimiento a los temas prioritarios de la agenda del 
Primer Ministro. Esta unidad se conoce como 
Delivery Unit y tiene como propósito garantizar que 
se entreguen a tiempo los compromisos adquiridos 
por el Primer Ministro. Para realizar esta tarea se han 
creado una serie de herramientas orientadas a 
facilitar el seguimiento y a enriquecer el análisis 
resultante del monitoreo continuo a las metas de 
gobierno.  

De estas herramientas se destacan por su utilidad 
los Acuerdos Sectoriales (Public Sector Agreements – 
PSA) y la cadena de entrega (delivery chain), 
mediante la cual se logran identificar los obstáculos 
que potencialmente podrían incidir en la entrega del 
compromiso pactado con la ciudadanía.  

Esta unidad fue creada bajo el gobierno de Tony 
Blair y su origen estuvo motivado por su elección 
como Primer Ministro para un segundo periodo.  Lo 
anterior, debido a que Blair asumió que la 
instrucción que le habían dado los electores al 
elegirlo nuevamente para el cargo era la de alcanzar 
las metas propuestas.   

La puesta en marcha de esta unidad implica tener 
contacto permanente con las entidades encargadas 
de implementar las políticas públicas prioritarias 
para el gobierno, así como la creación de planes 
claros que describan el proceso que garantiza la 
consecución de las metas fijadas.  

Para la implementación de la Delivery Unit se 
deben cumplir 5 pasos, los cuales se ejecutan dando 
respuesta al siguiente conjunto de preguntas1:  

 

¿Qué se está intentando lograr? 

¿Cómo se está pensando lograrlo? 

¿Cómo se sabe que uno lo está logrando? 

Si no se está logrando la meta, ¿Cómo se va a corregir? 

¿Cómo la Delivery Unit puede ayudarlo a lograr la 
meta? 

Teniendo en cuenta las similitudes del Delivery Unit 
con los objetivos de la Dirección de Evaluación de Políticas 
Públicas, se decidió diseñar un proyecto de intercambio 
técnico orientado a la modernización del alcance del 
Sistema de Seguimiento a Metas de Gobierno. Dicho 
proyecto está orientado a generar las herramientas 
técnicas y tecnológicas necesarias para garantizar que el 
seguimiento al Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 
genere valor agregado y la información producida se 
convierta en insumo fundamental para la formulación e 
implementación de las políticas públicas del país.  

Por lo anterior, en el marco del programa de 
cooperación del Peer to Peer liderado por el Banco 
Mundial y administrado por la Comisión Económica para 
América Latina y el Caribe (CEPAL), el cual tiene como 
objetivo generar capacidades en los países miembros del 
Banco para fortalecer el funcionamiento del sector 
público. Se presentó en el mes de noviembre de 2009 el 
proyecto antes mencionado, consiguiendo financiación 
para ejecutar un plan de trabajo de 12 meses por valor de 
US$50.000.  

La implementación de este plan de trabajo inició con la 
organización de una misión a Londres la semana del 27 de 
abril. El objetivo de esta misión fue el de profundizar los 
temas operativos y el marco institucional que define la 
operación del Delivery Unit, para construir un plan de 
trabajo orientado a fortalecer metodológicamente al 
Sistema de Seguimiento a Metas de Gobierno (SISMEG) y 
generar capacitadas para garantizar un seguimiento más 
efectivo al Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014.  

El resultado más relevante de la misión fue el de la 
concertación de un plan de trabajo, enfocado en la 
construcción de metodologías y la generación de 
capacidades al interior del gobierno colombiano para 
mejorar el alcance actual del seguimiento. De acuerdo con 
lo acordado, se ha establecido un plan de trabajo de un 
año, periodo en el cual el equipo del Delivery Unit 
compartirá su experiencia con el DNP a través de la DEPP y 
asesorará técnicamente la planeación de la dinámica de 
seguimiento del nuevo Plan Nacional de Desarrollo. 
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